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Resumen

El derecho a la vivienda digna está reconocido por el artículo 51 de la
Constitución Política de Colombia. Es un derecho de carácter asistencial
que requiere de un desarrollo legal previo y que debe ser prestado directa-
mente por la administración o por las entidades asociativas que sean crea-
das para tal fin. La Corte Constitucional ha establecido que aunque este
derecho no es de carácter fundamental el Estado debe proporcionar las
medidas necesarias para proporcionar a los colombianos una vivienda
bajo unas condiciones de igualdad, y unos parámetros legales específi-
cos. Debido a que no constituye un derecho fundamental sólo goza de
amparo constitucional dado el caso en que su vulneración o desconoci-
miento pueda acarrear la violación de la dignidad humana del hombre.

PALABRAS CLAVE
Vivienda digna, derecho fundamental, derechos sociales, económicos y cultura-
les, acción de tutela, Ley de vivienda.
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Abstract

The right to adequate housing is a constitutional provision stated in Article
51 of Colombian Political Constitution. It is an assistance right that requires
a previous legal development and has to be directly delivered by the
government (State in US law) or by the associated entities created and
aimed at that purpose. The Constitutional Court has set that, though this
right does not belong to the group of the fundamental rights, the State
(Government in US law) must provide the necessary rules to grant the
Colombian people an adequate housing under equal conditions, as well
as specific legal guidelines. Since it does not constitute a fundamental
right, it is constitutionally protected only when acts or omissions may
entail a violation of humane dignity.

KEY WORDS
Adequate housing, fundamental rights, social, economic and cultural rights, action
for the protection of a fundamental right, housing law.
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La Constitución Política de Colombia reconoce, en su artículo 51, el derecho
a la vivienda digna que asiste a todos los colombianos, así: “Todos los co-

lombianos tienen derecho a vivienda digna. El Estado fijará las condiciones ne-
cesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de vivienda de
interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas
asociativas de ejecución de estos programas de vivienda”.

Así, la Carta Fundamental colombiana le impone como reto a las autoridades
estatales lograr que todos los colombianos lleguemos a gozar de una vivienda
digna, para lo cual les ordena “fijar condiciones necesarias para hacer efectivo el
derecho”; “promover planes de vivienda de interés social”; “promover sistemas de
vivienda a largo plazo” a través de la coordinación de diferentes órbitas sociales
como el sector bancario, el sector de la construcción, y por supuesto, como siem-
pre en medio de todas las relaciones humanas, el sector jurídico. Siendo la vi-
vienda digna un derecho programático, fin del Estado, reconocido por la
Constitución Política, tanto legislador como juez deben intervenir para llegar a
su concreción.1

No hay duda de ello, por esa razón fuimos convocados por el Equipo Federal del
Trabajo del Congreso de la República del Perú, el cual, con la cooperación de 91
autores de diferentes países, en el marco de una propuesta constituyente para el
bloque latinoamericano, bajo la coordinación del profesor Leopoldo Gamarra Vilchez
y el patrocinio de la Universidad Mayor de San Marcos, Lima (Decana de América),
la Universidad de Monterrey (México), Garcilaso de la Vega (Perú) y de Lomas de
Zamora (Argentina), con el apoyo de la Comisión para el Estudio y Difusión del
Derecho en América Latina (Ceddal), Red de la cual hace parte la Universidad de
La Sabana, produjo un texto de 232 artículos que integran la propuesta, bases y
aportes para una “Constitución de América Latina y del Caribe”, que en su artícu-
lo 87 dispone dentro de la Sección “Derechos sociales”, un artículo sobre derecho
a la vivienda, que dice así:

Artículo 87. La Unión reconoce el derecho a una vivienda digna y a un hábitat
adecuado. Para ello: 1. Resuelve progresivamente el déficit habitacional, de infra-

Sumario: Derecho a la vivienda digna: ¿un derecho fundamental?

1 Corte Constitucional. Sala Plena, sentencia C-747 del 6 de octubre de 1999, M. P.: Alfredo Beltrán Sierra.
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estructura y servicios, dando prioridad a las personas de los sectores de pobreza
crítica y con necesidades especiales de escasos recursos. 2. Auspicia la incorpora-
ción de los inmuebles ociosos, promueve los planes autogestionados, la integra-
ción urbanística y social de los pobladores marginados, la recuperación de las
viviendas precarias y la regularización dominial y catastral, con criterios de radi-
cación definitiva. 3. Regula los establecimientos que brindan alojamiento
temporario, cuidando excluir los que encubran locaciones.

Sin embargo, la realidad que se vive en Colombia está lejos de ser la plasmada en
nuestra Carta Fundamental, encontramos un considerable número de colom-
bianos que carecen de vivienda, e igualmente, que existe otra parte de la pobla-
ción que teniéndola, se ve en la obligación de devolverla o perderla, ya sea por la
vía de la dación en pago, o por la vía del remate en ejecución procesal.

La Corte Constitucional no ha sido ajena a tal realidad, y plasmó en importantes
decisiones la puerta para que los órganos competentes regularan de forma con-
gruente y ajustada a la Constitución de 1991, un nuevo sistema de financiación
de vivienda en Colombia.

Fue precisamente por orden jurisprudencial que el Congreso de la República
expidió la Ley de Vivienda (546 de 1999), y el Banco de la República emitió una
nueva fórmula para liquidar el valor de las cuotas mensuales de los créditos que
los usuarios del sistema financiero deben pagar, dando cumplimiento a lo orde-
nado por el Máximo Tribunal.

Derecho a la vivienda digna: ¿un derecho fundamental?

Diferentes bienes jurídicos son reconocidos y consagrados en artículos de la
Constitución de diverso valor normativo. No todos los derechos y las libertades
tienen carácter de fundamentales, ni todos son susceptibles de una protección
constitucional por vía de tutela. Este es el caso de los derechos sociales, econó-
micos y culturales –entre ellos el derecho a la salud, por ejemplo–, los cuales por
depender para su realización de la intervención legislativa no pueden hacerse
exigibles de manera inmediata. Excepcionalmente, en relación con los niños o en
caso de comprobarse una conexidad directa con otros derechos fundamentales,
el derecho a la salud adquiere naturaleza de fundamental y, por ende, posibili-
dad de ser tutelado.

Los derechos que son fundamentales por aplicación directa e inmediata son todos
aquellos derechos de libertad e igualdad formal y, además, ciertos derechos de
igualdad material que se relacionan con la vida y la dignidad humana. Su carácter
de derechos de aplicación directa se deriva de su naturaleza general válida en
todos los casos.

Los derechos fundamentales que son aplicables de manera indirecta son aquellos
derechos económicos, sociales o culturales, que se encuentran en una estrecha
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relación de conexidad con los derechos fundamentales de aplicación directa. Este
tipo de aplicación es resultado de la necesidad de establecer una ponderación de
las circunstancias de cada caso concreto y ello, a su vez, se deriva de su naturale-
za de derechos que suponen un tratamiento desigual con el fin de lograr cierta
igualdad material.2

Para nuestras Altas Cortes es claro que el derecho a la vivienda digna no es un
derecho fundamental como tal, aunque puede ser protegido por vía de la acción
de tutela, ya que su vulneración o desconocimiento podría acarrear la violación
a la dignidad humana del hombre, su derecho a la vida, y reñiría con la protec-
ción especial que el Estado debe otorgar a la familia como núcleo fundamental
de la sociedad. Al respecto se han desarrollado diferentes fallos; por ejemplo,
llama la atención la Corte Suprema de Justicia, que en Sala de Casación Penal
de 22 de enero de 2002, magistrado ponente: Fernando E. Arboleda Ripoll, cita
expresamente a la Corte Constitucional y a manera de recopilación frente al
tema planteado, retoma la siguiente idea:

...el derecho a la vivienda digna no constituye per se derecho fundamental, y por
tanto no puede ser susceptible de protección inmediata por vía de acción de tute-
la; se trata de un derecho asistencial de tipo económico, que se enmarca dentro de
la obligación que tiene el Estado de promover planes de vivienda de interés social,
sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecu-
ción de estos programas de vivienda (artículo 51).

De esta manera, se observa que las dimensiones otorgadas al derecho a la vi-
vienda digna por parte del juez constitucional en su labor de hermenéutica y
defensa de nuestra Carta Magna, sirvieron de pauta al Tribunal de Casación
para desarrollar claramente el alcance del derecho en cuestión. En este sentido
se observa que las Altas Cortes, al contrario de lo que ocurre con otros álgidos
temas, tratándose del derecho a la vivienda digna siguen una misma línea
jurisprudencial, lo cual consideramos afortunado en cuanto facilita la interpre-
tación del alcance de este derecho.

De otro lado, es de resaltar que las Altas Cortes enseñan que sólo excepcional-
mente, cuando se halla en conexidad con un derecho fundamental, este derecho
de tipo asistencial puede ser objeto del amparo constitucional. Precisamente, en
ese sentido, la jurisprudencia constitucional ha juzgado que:

...El derecho constitucional a la vivienda digna no es un derecho fundamental,
sólo puede ser objeto de protección o tutela judicial mediante las acciones y proce-
dimientos judiciales que se establezcan en la ley, claro está, diferentes de la ac-
ción de tutela, cuando existan condiciones materiales y físicas que puedan hacerlo
efectivo. Por excepción es posible obtener su protección judicial consecuencial en
desarrollo de aquella acción, pero únicamente ante situaciones en las que se plan-

2 Corte Constitucional, sentencia T-506 del 21 de agosto de 1992, M. P. Ciro Angarita Barón.
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tee su desconocimiento directo o indirecto por la violación o amenaza de derechos
fundamentales, como el derecho a la vida, dignidad e igualdad, siempre que éstas
conlleven para su titular la concreta ofensa a aquel derecho.3

Mediante sentencia T-495 de 1995, teniendo como magistrado ponente al doctor
Vladimiro Naranjo Mesa, la Corte Constitucional afirmó:

... El derecho a la vivienda digna se encuentra consagrado en el artículo 51 de la
Constitución Política. Dicha norma le impone al Estado la responsabilidad de fijar
las condiciones necesarias para hacer efectivo el derecho en favor de todos los
colombianos y de promover planes de vivienda de interés social, sistemas ade-
cuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución de dichos
planes.

Lo anterior no significa que el Estado esté en la obligación de proporcionar vi-
vienda a la totalidad de los habitantes del país que adolezcan de dicha necesi-
dad, pues como lo señala el artículo 51 de la Carta, su obligación se concreta en
fijar condiciones y promover planes de vivienda dentro de las capacidades que
su estructura protectora le permita, teniendo en cuenta la situación
socioeconómica del país y las apropiaciones de orden presupuestal que se hayan
destinado para esos rubros.

El derecho a la vivienda digna es, pues, un derecho de carácter asistencial que
requiere un desarrollo legal previo y que debe ser prestado directamente por la
administración o por las entidades asociativas que sean creadas para tal fin, sin
olvidar que su aplicación exige cargas recíprocas para el Estado y para los aso-
ciados que pretendan beneficiarse de los programas y subsidios. Así, las autori-
dades deben facilitar la adquisición de vivienda, especialmente en los sectores
inferiores y medios de la sociedad, donde aparece detectado un déficit del servi-
cio. Para tal efecto los particulares deben cumplir con los requisitos establecidos
por la ley.

Así entonces, este derecho de contenido social no le otorga a la persona un dere-
cho subjetivo para exigir en forma inmediata y directa del Estado su plena satis-
facción, pues se requiere del cumplimiento de condiciones jurídico-materiales
que lo hagan posible. De manera que una vez dadas dichas condiciones, el dere-
cho toma fuerza vinculante y sobre el mismo se extenderá la protección constitu-
cional, a través de las acciones establecidas para tal fin.

Con este corto estudio compartimos lo planteado por nuestra honorable Corte, y
podemos agregar que el derecho a la vivienda digna presupone unas circunstan-
cias que permiten a la persona acceder a una vivienda que se encuentre acorde
con su valor como ser humano, es decir, que ostente una calidad necesaria para
proteger la dignidad de las personas que conformen el núcleo familiar que pre-

3 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal, M. P. Fernando E. Arboleda Ripoll, 22 de enero de 2002.
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tende asentar su familia en un determinado lugar. Es por esta razón que no es
posible exigir de manera directa al Estado el cumplimiento del derecho a la vi-
vienda digna y que, dado su carácter de no fundamental, permite un desarrollo
a largo plazo, limitando su eficacia en el tiempo, y su efectividad a la capacidad
del gobierno de presentar caminos que hagan posible la adquisición de vivienda.

Entendido lo anterior, se puede ir apreciando, de forma preliminar, que la juris-
prudencia constitucional es clara y suficiente al manifestar que si bien el dere-
cho objeto de estudio no detenta el carácter de fundamental, el Estado, en
cumplimiento de los fines fijados por nuestra Carta Política, debe proporcionar
las medidas necesarias para garantizar a los colombianos la adquisición de la
vivienda bajo unas condiciones de igualdad y unos parámetros legales específicos.
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